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El asociacionismo municipal se reactiva

El asociacionismo municipal comienza a reactivarse en el país. Y en hora buena que sea así porque facilitará que los gobiernos locales (GL) de manera gradual tengan un creciente protagonismo en la vida política, económica y social del país. 

Días atrás en congreso extraordinario fue elegida una nueva directiva de la AMPE, como parte de las acciones para reconstruir el asociacionismo municipal en el país.  

En su II Encuentro Nacional (Cieneguilla, 22-25 de abril),  la Red de Municipalidades Rurales del Perú (REMURPE)  designó también una nueva directiva, definiendo un plan de acción que entre otras cosas persigue la creación de un Programa Nacional de Desarrollo de las Municipalidades Rurales, en cumplimiento del Titulo XI de la nueva Ley Orgánica de Municipalidades.  

El domingo 4 de mayo, cerca de 300 alcaldes distritales, convocados por  el alcalde de Ate, Oscar Benavides, crearon la Asociación Nacional de Alcaldes Distritales. Benavides es representante de los municipios distritales ante el Consejo Nacional de Descentralización.

Y finalmente, la Asociación Nacional de Municipalidades Impactadas por la Minería (ANMIM),  realizará un Foro  Nacional sobre el Canon Minero y  su II Congreso Nacional, para dotarse de una nueva directiva. La cita será el 16 y 17 de mayo en la capital de la República.

Todos estos esfuerzos son saludados y bienvenidos , pues son señales alentadoras de asociacionismo. Sin embargo, no debe perderse de vista que los desafíos y las tareas son inmensas. 

Hay mucho camino por recorrer en la descentralización, en la modernización del Estado, en la reforma del Poder  Ejecutivo, en crear equipos de dirección locales, así como en fortalecer el liderazgo de los GL en sus propios espacios y en la región, ahora que les toca participar en los planes concertados de desarrollo y presupuestos participativos regionales.

En esta perspectiva es pertinente preguntarnos, ante este panorama ¿Qué es lo que se tiene en común en estas asociaiciones?, ¿Cuáles son los hilos conductores? ¿AMPE representa todos?. Nos parece que la existencia de varios tipos  asociaciones es una fortaleza, en tanto, resulten efectivas en los roles específicos que se han autoasignado. Pero si de la diversidad se pasa a a la fragmentación, sin coordinar acciones y propuestas comunes, sería un gravísimo error.  

Creemos que corresponde a los líderes de estas asociaciones construir los puentes necesarios ¿Cuál es la alternativa mas adecuada?. Precisamente, esa es la cuestión que debe debatirse.



La Nueva Ley Orgánica de Municipalidades

Finalmente, después de casi dos años de  permanecer en la agenda legislativa, fue promulgada la nueva Ley Orgánica de Municipalidades (LOM) en el Perú.

Esta ley municipal sería la cuarta de su tipo en  toda nuestra etapa republicana,  y se produce en el marco del séptimo intento de descentralización de nuestra historia política nacional.

Una ley, como toda obra humana, nunca es un producto totalmente acabado, siempre existirá   un margen de defectos y debilidades que será indispensable corregir porque toda ley es perfectible. 

Pero los defectos y debilidades son más evidentes cuando el proceso de formulación legislativa ha sido errático y se hayan cerrado las puertas a la participación de las propias autoridades municipales y de las   organizaciones de la sociedad civil.  

Este ha sido el camino  seguido con  la LOM,  la que  aprobada el 30 de enero, luego de más de 30 horas de debates, mereció 34 observaciones de parte de la Presidencia de la República. El 22 de abril se  trató de aprobar el  dictamen de insistencia, consiguiéndose 55 votos de un total de 61 requeridos.  

Finalmente, el 7 de mayo después de  intensas negociaciones entre la Comisión de Gobiernos Locales y la Comisión de Descentralización,   para incorporar algunas enmiendas, fue posible aprobar la Ley. Parte de los defectos iniciales fueron subsanados, pero otros quedaron. 

Estos defectos serán analizados en un posterior  artículo.

Los aspectos favorables al desarrollo sostenible local

En esta oportunidad queremos presentar aquellos aspectos de la nueva LOM que de aprovecharse como  puntos de partida para  la formulación de políticas, marco,   planes, programas,  etc.,  pueden  convertirse en un una plataforma de condiciones  favorables a los procesos de desarrollo sostenible local. 

Estos aspectos son:

1. El proceso de planeación local es integral, permanente que articula a las municipalidades con los vecinos. 

En dicho proceso se establece la política pública local, teniendo en cuenta las competencias y funciones específicas exclusivas y compartidas para las municipalidades provinciales y distritales. 

El sistema de planificación tiene como principios la participación ciudadana, la transparencia, la gestión moderna y rendición de cuentas, la inclusión, la eficiencia y eficacia, la equidad, la subsidiariedad, la consistencia con las políticas nacionales, especialmente de integración y competitividad (art. ix).

2. La misión de los gobiernos locales es promover el desarrollo  integral y sostenible local (art. x).

3. Los Consejos de Coordinación Local (provinciales y locales) formulan los planes concertados de desarrollo, los programas de inversión concertados y los presupuestos participativos, que luego serán aprobados por el Concejo Municipal (art. 98º y 1O4º, respectivamente). 

      Obviamente, estas tres herramientas de gestión son plenamente coherentes con los enfoques de desarrollo sostenible local.

4. Los concejos municipales aprueban, entre otros, los planes de desarrollo de capacidades (9º ). Estos planes  involucran a las autoridades, funcionarios y trabajadores y especialmente a los líderes de la sociedad civil.

5. Los alcaldes proponen la creación de sistemas de gestión ambiental y los instrumentos correspondientes, y los concejos municipales los aprueban (art.20º).

6. Se reconoce que la administración municipal  tendrá una estructura gerencial, que se sustenta en los principios de programación, dirección, ejecución, supervisión, control concurrente y posterior. 

      Además, se rige por los principios de legalidad, economía, transparencia, simplicidad, eficacia, eficiencia, participación y seguridad ciudadana (art.26º ).

7.  Las municipalidades provinciales aprueban los planes de acondicionamiento territorial, plan de desarrollo urbano, plan de desarrollo rural, plan de desarrollo de asentamientos humanos y otros.

8. Se reconoce,  aunque de manera incompleta, varios  derechos de participación y control ciudadano ( Título VIII)

9.  Se reconoce la dramática situación de las municipalidades de las zonas rurales, en merito de lo cual se aprueba  el Título XI orientado a promover el desarrollo de estas municipalidades, que tendrán por misión promover el desarrollo rural sostenible. 

      Mediante decretos supremos se  aprobará el listado de municipalidades rurales y  las normas especiales (contables, presupuestales, de control)  para facilitar su gestión administrativa.

10.Se establece el gradualismo en las transferencias del presupuesto nacional a los gobiernos locales. El 2004 será no menor al 6%; y a partir del 2005 se incrementarán hasta llegar cinco años después a no menos del 12% del presupuesto nacional ( sexta disposición complementaria).

La necesidad de pasar de las normas a la práctica
Contar con normas legales es necesario, pero no suficiente, pues es harto conocido en  nuestro país que hasta las normas constitucionales son sistemáticamente incumplidas. 

Por ello, a la luz de la experiencia debe hacer todo lo posible para pasar del cuerpo normativo a los procesos reales y efectivos de desarrollo local.  Asumamos los aspectos positivos como derechos sociales a los que no hay que renunciar. 

Paralelamente, a la gestión para perfeccionar la ley en aquello que sea necesario, recomendamos las pautas siguientes:

a) Difundir los aspectos positivos  intensamente,

b) Aprobar ordenanzas municipalidades, aplicando las normas generales a la realidad concreta,

c) Realizar actividades de capacitación y de formación de líderes,

d) Crear espacios institucionalizados para la aplicación de las nuevas herramientas de gestión; y,

e) Ejecutar proyectos piloto de buenas prácticas.



El pasado 7 de abril, la Segunda Sala del Tribunal Constitucional (TC) declaró infundado el recurso de apelación presentado por las empresas mineras Yanacocha S.R.L, Minas Conga y Chaulipoma 2 de Cajamarca contra la Ordenanza Municipal que declaraba zona de reserva municipal intangible el Cerro Quilish.

Aunque para los cajamarquinos la posición del máximo tribunal es ambigua y favorece en cierta forma a las empresas mineras porque la explotación aurífera continúa, abordar este punto nos merece una especial atención. 

Marco Arana Zegarra, es sacerdote diocésano y director de Grufides y Ecovida, dos organizaciones ambientalistas que apuestan por la vida y la sostenibilidad. Su opinión merece una profunda reflexión por parte de quienes hoy conducen los destinos del país.

LA RESOLUCION DEL TRIBUNAL DE GARANTIAS CONSTITUCIONALES

Y LOS CAMINOS QUE SE ABREN(*)

La Resolución del Tribunal de Garantías Constitucionales que ha declarado infundada la Acción de Amparo interpuesta por Minera Yanacocha contra la Ordenanza Municipal 012 del Concejo Provincial de Cajamarca, ha merecido las más diversas interpretaciones, desde aquellas de la empresa minera y su prensa áulica que celebran la supuesta “luz verde” dada a Yanacocha para explotar el Cerro Quilish, hasta aquellas otras extremas que ven en la resolución el sometimiento del Tribunal a los intereses de la empresa minera, en suma, el misterio del oroboro o la serpiente que une sus dientes a su cola: pro-mineros y anti-mineros juntándose por los extremos.

Lo cierto es que en la polémica planteada se olvidan cuestiones fundamentales: 

1. La demandante no era la Municipalidad Provincial de Cajamarca sino Minera Yanacocha que había interpuesto acción de amparo contra la Ordenanza 012 de la Municipalidad. Es decir, y como veremos más adelante, la empresa minera se presentaba como la víctima a la que la Municipalidad supuestamente estaba afectando en sus 

derechos fundamentales (propiedad, trabajo e inversión). Lo que la resolución dice es que esa acción de amparo de minera Yanacocha es infundada, en otras palabras, minera Yanacocha no tiene razón, no es una víctima de la acción  municipal.

2.  Si bien es cierto que en atención al Estado de derecho del país, el pueblo de Cajamarca, representado y liderado por sus autoridades municipales de la anterior y actual gestión deben agotar todas las vías legales establecidas en el ordenamiento jurídico del país, la licencia social para explotar el Quilish no es lo mismo que una licencia legal. 

Es preciso recordar que lo legal no siempre es lo ético, no siempre es lo justo ni lo legítimo. Para que una norma legal sea legítima es preciso que satisfaga y cautele los justos intereses de las mayorías. 

Por lo que, la explotación del Quilish en realidad dependerá de la voluntad del pueblo y de sus autoridades legítimamente establecidas, las cuales, por todos los medios, han dicho que jamás concederán la licencia social para la explotación del Cerro Quilish.

3. La resolución del Tribunal declarando infundada la acción de amparo de minera Yanacocha, si bien es cierto con argumentos intrincados que pueden prestarse a leguleyadas, es en realidad una oportunidad que tiene el pueblo de Cajamarca para buscar más vías de protección de sus acuíferos y para no cesar en su permanente movilización y labores de vigilancia ciudadana frente a la irresponsabilidad social de Minera Yanacocha. 

En este sentido, el pueblo de Cajamarca puede legítimamente ver en el fallo del Tribunal una sanción moral a la soberbia y avaricia de la empresa minera que no contenta con lo que ya tiene pretende, además, de convertir en un sumidero de metales pesados el tajo abierto sobre la esponja hídrica que abastece de agua a miles de campesinos y pobladores de la ciudad de Cajamarca.

4. Por último, es preciso tener la mirada situada en el horizonte. Un notable filósofo francés solía decir que hay que ser pesimistas en el diagnóstico y optimistas en la realidad. A nivel del diagnóstico efectivamente podemos decir que la unión de nuestro pueblo es aún débil, que sus organizaciones de poder local son fácilmente sometibles al inmenso poder económico de Yanacocha, que la conciencia ambiental es aún incipiente, que la pobreza que se vive puede fácilmente presionar para canjear el futuro de nuestros hijos por las migajas del presente. 

Todo eso puede ser verdad. Pero a nivel de la acción, no nos cansemos en decir que lo que hace diez años era sólo un rumor es ahora una voz potente (“la mina no es ecológica, la mina contamina”), que nuestras autoridades locales que hace diez años agacharon la cerviz frente al poder minero un día se levantaron para promulgar una ordenanza proponiéndose la sagrada tarea de hacerla respetar, que hoy son muchos cientos y miles de cajamarquinos cuya necesidad y pobreza no se dejará corromper y someter. También esto es la pura verdad.

En lo que a mi opinión concierne, la resolución del Tribunal abre pistas de defensa ambiental más que las que cierra. Para ello, es preciso mirar la realidad en toda su complejidad: en el corto plazo Minera Yanacocha tal vez puede celebrar que se haya reconocido su derecho a explorar el Cerro Quilish (labores que por lo demás sabemos están ya concluidas) y una indicación que señala que la Ordenanza podría efectivamente amenazar sus derechos. 

Pero en el mediano y largo plazo, el señalamiento de que las municipalidades no son ajenas a la protección ambiental de sus poblaciones, de que no basta que los estudios de impacto ambiental se restrinjan a los procedimientos ya establecidos sino que sean realmente independientes y que contemplen los derechos fundamentales de las personas a la vida y la salud, en realidad desenmascara la farsa de los EIAs y sus famosas audiencias públicas.

A partir de una correcta interpretación de la resolución será preciso que el pueblo y las autoridades asuman el desafío de ver que este instrumento jurídico, en realidad, abre una nueva etapa de lucha en el que las estrategias legales deberán seguir siendo fortalecidas y aparejadas por las estrategias de movilización ciudadana pacífica pero enérgica. 

Ello reclama autoridades transparentes, éticas. Ello reclama un pueblo digno, no mendigo de sus derechos, paciente, fuerte y lúcido para leer la realidad en toda su complejidad. 

Por eso, será preciso que nos alistemos para presentar, ahora sí nosotros, una denuncia contra Minera Yanacocha SRL por todos los daños cometidos contra nuestro ecosistema:.

Por la contaminación de aguas de ríos y canales, mortandad de flora y fauna, afectación en la calidad de los suelos y de las pasturas de los campesinos que viven en zonas aledañas a las explotaciones mineras, restricciones en la calidad y cantidad de aguas a los agricultores y todas aquellas acciones documentadas de abuso e infracción de derechos que la empresa pudiera estar cometiendo contra nuestra población. Es preciso no dejar que el mundo, nuestro mundo, sea puesto por Yanacocha al revés.

(*) Artículo escrito por Marco Arana Zegarra

Email: aranazegarra@hotmail.com




Los alcaldes,  la democracia y el desarrollo sostenible

Luego del derrumbe del gobierno de Alberto Fujimori, las expresiones que  más  se utilizan  en el Perú tienen que ver con la  democracia, “Estamos en transición democrática”, “Profundicemos la democracia”, “seamos coherentes con la democracia”,  “Acuerdo Nacional por la gobernabilidad democrática ”,  “Acuerdos por la gobernabilidad democrática local “, etc.

 Las ofertas de los miles de candidatos a los gobiernos regionales y  locales en la campaña electoral del 2002, se centraron en la democracia.  Al asumir los cargos, presidentes regionales y alcaldes, consejeros regionales y  municipales,  juraron en nombre  de la misma.

Y eso se debe a que  la democracia es consustancial y absolutamente necesaria para el desarrollo sostenible local. En esta oportunidad, queremos abordar una interrogante: ¿Qué características debe  reunir un comportamiento democrático de los  alcaldes?. En otras palabras, ¿cuál es el perfil  ideal de los alcaldes que necesitamos en el país?

No sólo a partir de la teoría, es decir, del discurso, sino desde  la experiencia política de un  número creciente de alcaldes en nuestro país, podemos señalar como principales características  de  un alcalde democrático, las siguientes:

1.       Valoran adecuadamente los aportes de la gestión municipal del período anterior y aseguran su continuidad. Rompen con la practica tradicional de desconocer todo, hablando mal y sin sustento de las autoridades municipales precedentes, desaprovechando los avances logrados.

2.      Se orientan por visiones de desarrollo, pero sobre una base de realismo. Incorporan los principios, objetivos, procesos de los  enfoques de desarrollo humano sostenible. 

Se preocupan por la equidad de género.  En este marco,  fomentan que  el gobierno local priorice la lucha contra la pobreza  y 

exclusión social, la generación de empleo y la protección del medio ambiente.

3. Dialogan con sectores sociales tradicionalmente excluidos. Escuchar o aprender hacerlo es una de las primeras obligaciones de una autoridad democrática. 

Pero no sólo los escuchan para mejorar de imagen, sino para darles la razón donde la tienen. Se preocupan por y respetan la diversidad de intereses y las diferencias de enfoques.

4.      Gobiernan   con la mayoría, y también con la minoría de regidores.  No toman decisiones unilaterales, asegurando de esta  manera, que la mayor parte de las decisiones del concejo municipal serán  tomadas por unanimidad.  

Son conscientes que el autoritarismo, la prepotencia, la subestimación de los regidores  debilita la democracia y socava el mutuo respeto y  la credibilidad entre las autoridades

5.  Establecen relaciones claras con los funcionarios y trabajadores. Respetan los derechos laborales, sin subordinarse a demandas laborales al margen de la ley. 

Enfrentan  la tentación del nepotismo y  del amiguismo. No separan a nadie por razón de sus ideas.  Los alcaldes  actúan como gobernantes, no como “patrones”, promueven la eficiencia y eficacia de funcionarios y trabajadores. 

6.      Asignan la responsabilidad de fiscalización a los regidores de la minoría, pues  saben que  la experiencia indica que cuando las comisiones de fiscalización están a cargo de regidores del  partido o del movimiento del alcalde, la tendencia es   a “no escuchar, no ver nada”, es decir, a encubrir, lo que constituye un grave error, con enormes consecuencias. De esta manera se evita el conflicto  de “ser juez y parte”.

7.    Refuerzan, crean e institucionalizan los espacios de concertación, respetando la autonomía de las organizaciones sociales y  fijando las reglas de juego con los propios actores sociales.  

Fomentan con entusiasmo diversas expresiones de la democracia participativa.

8.      Promueven con convicción los planes  de desarrollo y programas de inversión concertados y los presupuestos participativos.  

Asumen estos instrumentos como  herramientas para mejorar la eficiencia y eficacia de la gestión pública, democratizar la toma de decisiones y para articular  la ejecución presupuestaria con el desarrollo sostenible local. 

En manos de alcaldes democráticos, el presupuesto participativo es un instrumento para el desarrollo de la ciudadanía

9.    Observan la mayor transparencia en las decisiones y  rinden periódicamente cuentas  sobre los diversos aspectos de la gestión. 

Saben que la transparencia incrementa  su credibilidad y rinden cuentas sobre la base de indicadores objetivos de desarrollo local, así como de la evaluación correspondiente. Se ponen a la cabeza de la lucha contra la corrupción  en la gestión pública.

10.     Promueven el acceso a la información y facilitan las experiencias de vigilancia ciudadana. Primero, respetando  el derecho de los ciudadanos a saber; y, segundo, facilitando el  derecho del seguimiento con relación al comportamiento ético-político de las autoridades y técnico - administrativo de los funcionarios y  trabajadores.

11.    Se desenvuelven como actores políticos, pero no partidarizan la gestión municipal ni capturan  la municipalidad para subordinarla a intereses de una minoría.  

Seleccionan personal de confianza, si fuese necesario, no en función del carné de militante, sino por sus capacidades profesionales y su probidad. Luchan contra el clientelismo, el asistencialismo y la improvisación.

12.    A pesar de las presiones  sociales por  las urgencias, articulan el corto con el largo plazo. Son conscientes que muchas de la soluciones sólo se lograrán en horizontes temporales largos.

13.  Promueven la organización social, la inversión en la gente para contar con equipos de dirección y el desarrollo del capital social (relaciones de confianza, reciprocidad, construcción de redes, alianzas, etc.). De esta forma,   crean mejores condiciones para la corresponsabilidad entre autoridades y  organizaciones de la sociedad civil.

Ciertamente, es difícil que todos estos rasgos positivos  se concentren en el comportamiento de un sólo alcalde.  

Acercarse a este ideal, es un reto para los alcaldes líderes. Mientras más características positivas reúnan,  mayores serán sus éxitos en su deber de servir  convenientemente a los objetivos del desarrollo local y los derechos e intereses ciudadanos.

Cuando los ciudadanos eligen a un alcalde, no le otorgan a la autoridad un “cheque en blanco”, para que haga todo lo que cree; los ciudadanos no hipotecan su capacidad de  pensar, soñar y participar en las  grandes decisiones.    

Ningún candidato pide el respaldo electoral, a cambio de desconocer los derechos que corresponden y así actuar autoritariamente. 

Por el contrario, se ofrecen como voceros de los ciudadanos para consultar cuantas veces fuese necesario las decisiones que adoptan. 

De lo que se trata entonces, es pedir a los alcaldes que sean coherentes, que cumplan con los compromisos libremente asumidos, que contribuyan a revalorar la política,  honrando su palabra, cumpliendo las ofertas  electorales.  Así de simple. 

Esto debe interesar a todos, pues  los mejores aliados del desarrollo local sostenible son los alcaldes democráticos. Por el contrario, los autoritarios son los peores obstáculos.




La transferencia de recursos a los gobiernos locales

Los recursos que actualmente transfiere el Presupuesto Público Nacional a las municipalidades del país es menor al 4 por ciento. Con semejante porcentaje, el Perú se disputa los últimos lugares con Haití. 

Esta cuestionable realidad, es parte de la herencia del centralismo tradicional que muchos políticos  ofrecieron  desterrarla pero a la hora de la verdad, desde el ejercicio del poder político, o no quisieron o no pudieron hacerlo

Hoy, sin embargo, se abre un camino expectante para revertir esta situación. En efecto, la sexta disposición complementaria de la nueva LOM señala que los recursos a transferirse el 2004 a las municipalidades, no será menor al 6 por ciento. Y dentro de cinco años, no menor al 12 por ciento.

Esta es una conquista (en el papel aún) pero conquista al fin. 

Sin duda, es un paso adelante que se logra  por la concurrencia de actores políticos y sociales que desde hace muchos años trabajaron esforzadamente por  promover  la toma de conciencia, alentando al cambio y  oponiéndose a la injusticia y marginación que implicó la sistemática violación a los derechos sociales de millones de peruanos de las provincias y distritos del interior del país

Pero la transferencia de un mayor porcentaje de recursos es un paso necesario pero  insuficiente para encausar adecuadamente el desarrollo. 

Estos recursos, para que se conviertan  en un factor  de desarrollo y empoderamiento, deben fundamentalmente orientarse a inversiones, es decir, a financiar proyectos 

y actividades de  desarrollo sostenible.  

Para alcanzar el éxito en este objetivo se requiere cuanto menos cumplir con tres aspectos importantes: 

a)   Una visión compartida de futuro.

b)  Tres herramientas: planes de desarrollo       y    programas de inversión concertados y   presupuestos participativos, con  una prioridad clara de programas y proyectos.

c) Invertir en la gente (autoridades, funcionarios y lideres sociales), para aprender a tomar decisiones creativas y efectivas.

De esta manera se evitará que la mayor transferencia de recursos abra las puertas para la irracionalidad o el despilfarro en el gasto público local.

Por otro lado, la posibilidad de una transferencia mayor de recursos económicos, no debe servir de pretexto para abandonar una responsabilidad ineludible de las autoridades: desarrollar la conciencia   tributaria y la cultura de pago de todos, mejorar los sistemas de recaudación  de los recursos locales, eliminar gradualmente las  amnistías periódicas que implican una suerte de castigo y desincentivo para los buenos contribuyentes. 

En algunos países  la mayor transferencia de recursos desde el Gobierno Nacional estuvo acompañada por una baja de las recaudación de los propios recursos.  Esto no debe ocurrir entre nosotros. 

Hay que crear políticas y criterios para estimular la optimización en las recaudaciones locales. 

En este sentido un factor a considerar es que  habrá una mayor asignación de recursos vía transferencias nacionales, si el esfuerzo por mejorar los recursos propios es eficiente y sostenido. 


 María Elena Foronda Farro

“Tenemos una agenda ambiental vigente

que se está dejando de lado”

María Elena es una ambientalista de polendas. Su experiencia en el campo de la defensa del medio ambiente e identificación con las organizaciones sociales de base fueron motivo para ser merecedora al premio que  la Fundación Goldman entrega a un reducido número de ciudadanos que destacan por su labor  en diferentes partes del mundo.

Redal 21 conversó con ella. Sus afirmaciones sin duda generarán polémica, ante un panorama difícil de revertir, de no  existir la suficiente voluntad política que este dispuesta ha emprender el cambio por la defensa  del medio ambiente en el Perú.

Redal 21.- El premio otorgado por la Fundación Goldman, es en mérito a tu destacada participación en la promoción y defensa del medio ambiente. ¿Qué reflexiones o qué mensajes tienes para los peruanos?

M.E.F.- Este premio es un motivo para  insistir que el tema de medio ambiente se convierta en un asunto de prioridad política porque siento que hay una agenda ambiental que yo la denomino la agenda ambiental vigente que tiene que ver con la calidad de vida de las personas de manera directa, la cual se está dejando de lado. 

Los problemas ambientales originados en Choropampa, Tambogrande, Cerro de Pasco,  Chimbote e Ilo, todo esto se articula a  la defensa de los derechos ambientales, de las personas como respuesta a una agresión directa por parte de las industrias harineras así como de los proyectos de explotación mineros.

En suma, este premio es un reconocimiento a la capacidad no sólo institucional o de una sóla persona, sino que tras esta propuesta se encuentran cientos de personas de la sociedad civil que se han emponderado en la defensa de los derechos ambientales, y creo que, para mí, el principal mensaje que me deja el premio 

Goldman, es cómo, fortalecer la institucionalidad local para que en nuestro país se abran espacios de participación ciudadana en la toma de decisiones y que ello se oriente a la resolución efectiva de los problemas ambientales críticos. 

Redal 21.- La contaminación ambiental ocasionada por las grandes industrias como la pesquera, la minería y otras es un serio de problema. Frecuentemente surgen nuevos conflictos por la falta de mecanismos legales que le den una solución justa a estos problemas, la débil cultura ambiental y la falta de una intervención más decidida por el Estado ¿Qué crees que hay que cambiar?

M.E.F.- Sobre la contaminación ambiental producida por las grandes empresas pesqueras, considero que hay mecanismos legales que deben darle una solución a estos problemas. Nosotros hemos hecho uso de estos instrumentos normativos, pero lo que considero que debe de promoverse con mayor esfuerzo,  es una mayor voluntad política dispuesta al cambio de parte de las autoridades gubernamentales.

Como ejemplo, es lo sucedido con el ministro de la Producción, Eduardo Iriarte, en una reciente visita realizada a Europa, El objetivo del viaje era levantar el veto que existe contra la harina de pescado, como consecuencia de la campaña de desprestigio que se generó por el problema de las “vacas locas”. Esta posición, me parece interesante porque apertura el mercado internacional para colocar  la producción peruana en el mercado europeo, pero de otro lado, no dijo absolutamente nada sobre las condiciones ambientales en las que trabajan estas empresas. 

Redal 21.- ¿Por qué crees que el ministro no lo dijo?

M.E.F.- Porque prioriza los aspectos económicos sobre la protección de la calidad ambiental en las condiciones en las que las empresas operan. Esa falsa dicotomía entre crecimiento económico y protección del medio ambiente todavía subsiste pese a las intervenciones que se han realizado internacionalmente desde la Cumbre Mundial del Medio Ambiente, Johannesburgo, la Cumbre por el Desarrollo Sostenible, etc. A nivel nacional, no hay una prioridad política en el tema de medio ambiente, no hay una concepción ni una comprensión de lo que es el desarrollo sostenible que haga viable la articulación de los procesos de desarrollo económico con la protección de la calidad ambiental.

Creo que debe cambiarse el sistema de gestión ambiental en el país. Debemos tener una autoridad ambiental que no solamente se dedique a efectuar coordinaciones y ha generar espacios de concertación que obviamente son importantes, sino que tengan decisión y la suficiente autoridad para que en los momentos que los ciudadanos y ciudadanas se sientan violentados en sus derechos, en la calidad de vida, al derecho de un ambiente equilibrado, derecho a tener mejores condiciones de desarrollo con dignidad, sientan el respaldo del gobierno. 

Lo que señalo, sin duda es una apuesta para intervenir  de manera más decidida, y no como sucede en la Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAM), que aparece como una figura  hasta cierto punto decorativa en el tema. 

En suma, debemos contar con autoridades ambientales que tengan ingerencia en la toma de decisiones y que tenga un mayor rango jerarquico. No puede ser que sólo en la estructura en la presidencia del Consejo de Ministros se decida, y no creo que con la creación de un Ministerio del Medio Ambiente se resuelva el asunto. 

Estoy convencida que todo esto será posible si existe una verdadera voluntad política de cambio de quienes definen las políticas ambientales en el país para tener una mayor presencia, y que esos espacios de gestión ambiental que están creándose permitan la presencia de representantes directos de la sociedad civil.

En chimbote, por ejemplo, existen espacios de gestión de ambiental, sin embargo, la sociedad civil, los directamente afectados en el caso de la contaminación ambiental del aire, no tienen procesos de participación reales. La población no participa en la toma de decisiones, todo lo concerniente a esta problemática es decidido por las empresas contaminadoras, la CONAM y algunas instituciones públicas, pero los directamente afectados no tienen voz ni palabra. 

Redal 21.- ¿Cuáles son los principales avances logrados en materia ambiental en la última década en Chimbote y cuáles son los puntos críticos aun no resueltos?

M.E.F.- Se ha logrado fortalecer los comités de defensa y avanzar de una actitud reactiva de defensa de los derechos hacia una actitud propositiva que complementa esa defensa en el marco del proceso de la Agenda Local 21. 

Yo creo el hecho de haber impulsado gracias al apoyo del Foro Ciudades para la Vida (FCPV) y el programa REDAL 21, el desarrollo de capacidades, nos ha permitido tener una mirada más integral de los procesos ambientales en nuestra ciudad. Empezamos intuitivamente, aquello que nos molestaba más, era la respuesta inmediata de la gente frente a la contaminación pesquera; pero no solamente era este el único problema, también teniamos el problema de saneamiento básico, recuperación de ecosistemas, el tema de la institucionalidad que le dé el soporte a las ciudades, etc. 

Es a partir de esta constatación de la realidad que las propuestas  se orientan al fortalecimiento de los comités, a la ampliación del marco conceptual de los procesos urbanos ambientales en Chimbote, a la definición de estrategias más claras por dónde encaminar la solución de estos problemas , la incorporación de planes estratégicos de desarrollo o AG21 con mucha relievancia en temas de medio ambiente trabajados en espacios como Huarmey, Chimbote, ahora en Macate, Santa, Nepeña, Coshco. 

Se está generando toda una red de alianzas con actores que no necesariamente son comunidades directamente afectadas por la contaminación del aire, sino también, se han involucrado a los gobienos locales, colegios profesionales, partidos políticos.

Nuestro reto actual es involucrar al gobierno regional para hacer viable dos procesos, primero, los sistemas locales de gestión ambiental y,segundo, el sistema regional de gestión ambiental.

Otro cambio sustancial  se da el tratamiento del  tema de la contaminación, el cual sólo era abordado por los ambientalistas. Hemos logrado posicionar esta problemática en la agenda pública de la ciudad y en las decisiones políticas, promoviendo instrumentos como ordenanzas municipales e incidiendo en los sectores empresariales. Actualmente como NATURA, hemos suscrito un convenio con la Cámara de Comercio de la Provincia del Santa, donde se está impulsando una escuela para líderes empresariales. Nuestra intención es que los empresarios abran sus mentes hacia nuevas estrategias de responsabilidad social.

Redal 21.- ¿Por qué los empresarios se resisten al cambio?

M.E.F.-  Más que resistencia, yo creo que es desconocimiento y temor. Es más fácil seguir en los antiguos esquemas de producir con tecnologías atrazadas, producir para un mercado que lo compra todo, como es el mercado asiático, producir en condiciones tecnológicas que generan impactos ambientales. 

Sin embargo, la presión internacional que se da mediante las certificaciones ambientales, están obligándolos (a los empresarios) a mejorar sus sistemas de producción para que utlicen tecnologías limpias; de no hacerlo, estarán destinados al fracaso y no obtendrán un producto de mejor calidad, lo que les originará serios inconvenientes para mantenerse en el mercado internacional y ser más competitivos.
Otro factor que alimenta esta resistencia por parte del sector empresarial de Chimbote se fundamenta, en la existencia de una alianza política con el Gobierno, específicamente en el Ministerio de la Producción, que no está acorde con las buenas prácticas ambientales, permitiendo que los empresarios renuentes al cambio mantengan una actitud cerrada, obteniendo utilidades sin incidir en mecanismos que los obligue a reinvertir en si mismos. 

De las 27 empresas que existen en Chimbote 8 de ellas han entendido que si no cambian, cierran, así de simple. O sea, el sentido común está llevando a estos empresarios a mejorar sus tecnologías. Más que la presión política y social que realizamos, es el interés de elevar sus utilidades. 

En ese camino, están matando a la “gallina de los huevos de oro” porque se ha  sobreexplotado el recurso marino de tal manera, que practicamente han desaparecido la materia prima, base de su actividad productiva. Entonces, frente a esto, los empresarios dispuestos al cambio, están interesados ahora en los temas ambientales para entender lo que significa el desarrollo humano sostenible.

Redal 21.- Aunque de manera muy lenta se está tomando conciencia de la realidad ambiental que atraviesa nuestro país,  este tema aun no llega al conjunto de la sociedad en toda su amplitud. ¿Qué debería hacerse para revertir esta situación?

M.E.F.- Pienso que todavía nos falta generar canales de comunicación adecuados que hagan posible una conexión entre lo que es el mundo académico y las demandas de la sociedad civil. Para revertir esta situación, debemos retornar a los principios que hemos dejado de lado y que estaban contemplados en la educación popular. 

Toda ésta metodología (no por haber entrado en una era marcada por la goblalización y la cibernética, debemos dejarla de lado) de participación ciudadana, de recuperación de los espacios políticos desde la sociedad civil, son temas de agendas pendientes. 

Quiero puntualizar que nuestros lenguajes son manejados a nivel de los gobiernos locales, pero nos falta fortalecer más la institucionalidad desde las organizaciones sociales debase, recogiendo de ellas sus demandas y expectativas para fortalecer este tejido social. Creo que experiencias como la de Porto Alegre (Brasil) son inportantes para tomarlas en cuenta. 

Hay una visión política detrás de esto, sin necesidad de que signifique sectarismo u otra cosa, pero recoge la formación de una institiucionalidad que fortalece la sociedad civil y sus gestiones a nivel del Estado pero sin descuidar los procesos sociales y sin dejar de articularse con las organizaciones sociales. 

Considero que el tema de desarrollo de capacidades con las comunidades en prioritario y debe volver a retomarse. El tema de derechos ciudadanos también tiene quer reforzarse y las metodologías para su implementación tienen que ser muy simples para ser aplicadas como parte de una estrategia al mediano plazo.  No olvidemos que los cambios de conducta y de educación son siempre al mediano y largo plazo, pero si partes por las necesidades concretas, la población se adecúa a estos cambios, es decir, bajo estos principios siempre estará dispuesta a seguir trabajando.

Redal 21.- Con los nuevos enfoques del desarrollo sostenible se han desarrollado interesantes experiencias participativas en diferentes puntos del país que están articulándose, la Agenda Local 21 es una de ellas. ¿Qué debe reforzarse para que éstas iniciativas se consoliden y se conviertan en políticas públicas?

M.E.F.- Redes que funcionan en el país como FCPV, Red Perú, entre otras, han jugado un rol muy importante en esta coyuntura política. Hay un marco normativo favorable para promover una mejor campaña de incidencia en la modificación de conductas que puedan jugar a favor de las Agendas Locales 21. Creo que así como se han institucionalizado los planes estratégicos de desarrollo dentro de la Ley Orgánica de Municipalidades, debería haber un mandato expreso para implementar AG21L, que estén contemplado en la ley.

Los gobiernos locales tienen la responsabilidad de generar procesos de concertación y elaborar planes participativos que en la práctica son impulsos de procesos de AG21L aunque la ley no lo recoge con este nombre. Esto nos permitirá fortalecer la institucionalidad desde el marco normativo y tener una mayor capacidad de incidencia política sobre los gobiernos regionales.

Y sobre esto quiero insistir  porque los GR también tienen esta facultad que permiten articular las iniciativas locales en los procesos de AG21L , posibilitando que los grupos de REDAL 21 así como los grupos promotores tengan una visión más amplia. 

Creo que estos grupos no pueden quedarse con una visión de intervención en los gobiernos locales, sino que además, deben tener una mirada más panorámica  de cómo articular estos procesos locales a procesos regionales  que aporten a la construcción de una institucionalidad nacional y sobre todo se articule a la formulación de un Consejo Nacional por el Desarrollo Sostenible, bajo un sistema de gestión ambiental, diferente al que funciona en la actualidad. 

Redal 21.- Según tu criterio y experiencia ¿Qué importancia tiene la inversión en el desarrollo de capacidades para una mejor gestión ambiental? ¿Es suficiente lo que se está haciendo desde el Estado y la sociedad civil?

M.E.F.- Soy una convencida por experiencia propia y por el trabajo que hemos realizado en NATURA por espacio de 14 años, que la mejor inversión que se tiene que hacer en el país es el desarrollo de capacidades para mejorar la gestión ambiental, porque considero que es un capital social que debe ser reforzado.

Las grandes transformaciones no realizarán con los cambios tecnológicos así se cuente con la suficiente capacidad económica para impulsarlo, sino contamos con gente capacitada para tomar las decisiones adecuadas. Creo que la gran carencia en el tema del medio ambiente, es que hemos tenido gobernantes que no están capacitados en temas de gestión ambiental.

Un caso, a manera de ejemplo, es lo que paso en Chimbote. Se hizo el mejor plan de desarrollo de todo el Perú con una millonaria inversión del programa de las Naciones Unidas en 1972, el mismo que estaba proyectado para los próximos 20 años . 

¿Qué fallo?. Falló porque quienes tomaron las decisiones nunca tomaron en cuenta la existencia de este plan y que la manera en que se elaboró este plan era un documento de laboratorio, propuestoo por gente muy ilustrada, capacitada pero que no tomaba en cuenta los procesos sociales que debían sustentar esos planes.

De nada vale tener un buen plan si no tienes gente capacitada para tomar decisiones e implementarlo y si no tienes una sociedad civil consciente de sus derechos que ejerza vigilancia y que acompañe en todo el proceso la ejecución del plan, no funcionará. 

Soy una convencida de que los procesos de AG21L sedeben articular con las demandas ambientales. En este marco, es que debemos poner enfásis a los aspectos distintos del desarrollo sin dejar de lado la resolución de los problemas ambientales críticos que no pueden esperar y que se fortalecen más con el ejercicio de los derechos ciudadanos.


Identidad y Patrimonio

La Escuela Mayor de Gestión Municipal está organizando para el jueves 22 de mayo el foro Identidad y Patrimonio Cultural: Rol de los gobiernos locales y potencial para el desarrollo local que se realizará en el auditorio de Petroperú a partir de las 4 de la tarde.

Participan como panelistas los destacados intelectuales Luis Lumbreras, en representación del INC, Juan Ansión, Juan Abugattas por la Universidad de Lima, Manuel Burga, de la UNMSM y Antonio Brag Egg, quienes disertarán sobre el tema Identidad cultural y Patrimonio.

La segunda parte, tendrá como panel El rol de los gobiernos locales y  el patrimonio cultural. Como panelistas han sido invitados Yehude Simons Munaro, presidente de la región Lambayeque, Luis Lobatón, alcalde del Rimac y Roberto Rodriguez, por el Patronato del Parque de las Leyendas.

La lectura de las conclusiones y el cierre de la actividad estará a cargo del ex teniente alcalde de Lima y actual presidente de la EMGM, Michel Azcueta.

¿Deforestación oficial?

Según un informe oficial como resultado de los numerosos concursos públicos realizados por el Estado peruano, se han otorgado aproximadamente 3.3. millones de hectáreas de concesiones forestales en bosques tropicales primarios. Otros 6.7 millones de autorizaciones para concesiones forestales se encuentran en vías de aprobación. 


Con el fin de garantizar la institucionalización de la reforma y modernización del sector forestal es de vital importacia desarrollar modelos de manejo forestal comprobadamente sostenibles en términos económicos y ambiental. 

Lo que preocupa es la limitada capacidad técnica para un manejo responsable de los ecosistemas peruanos, o sino echemos una mirada al INRENA que inexplicablemente autoriza a diversas empresas privadas iniciar operaciones en áreas de amortiguamiento de varias zonas naturales protegidas por ley. 

Red Perú

El 27 y 28 de mayo está programada la instalación del flamante y renovado Comité Directivo Nacional de la Red Perú, en el auditorio Godofredo Garcia, ubicado en su sede institucional.

La agenda comprende la instalación del comité, elección de los coordinadores nacionales (titulares y alternos), aprobación del Plan Anual de Trabajo 2003-2004, lanzamiento de la campaña nacional de presupuesto participativo, entre otros temas más.

La Red Perú, en su reciente VI Encuentro Nacional, realizado en Cieneguilla, eligió a su nuevo cuerpo directivo, constituido en su totalidad por representantes de la sociedad civil incorporados en los espacios de concertación de todos el país. 

Red Perú es en la actualidad una de las principales redes promotoras del fortalecimiento institucional organizativo de la sociedad civil, compromiso que fue resaltado por los asistentes al último encuentro que congregó a alcaldes, dirigentes, profesionales y ciudadanos de todos los rincones del país.
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Lo qué dice el fallo del Tribunal Constitucional firmado por Alva Orlandini, Delia Revoredo y García Tona:


...Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, en uso de las atribuciones que le confieren la Constitución Política del Perú y su Ley Orgánica, 


FALLA 


REVOCANDO la recurrida, que, confirmando las apeladas, declara improcedentes las demandas; y, reformándolas, las declara INFUNDADAS, integrándose al presente fallo el fundamento N.° 11. Dispone la notificación a las partes, su publicación en el diario oficial El Peruano y la devolución de los actuados. 


SS. 


ALV A ORLANDINI 


REVOREDO MARSANO


GARCÍA TOMA









































CONFORMAN  COONDINADORA AMBIENTALISTA DEL PERU





El 10 de abril cuatro redes nacionales ambientalistas, la Sociedad Nacional del Ambiente (SNA), la Red Ambiental Peruana (RAP), el Foro Ecológico (FE) y el Foro Ciudades para la Vida (FCPV), conformaron la Coordinadora Ambientalista del Perú.


Como primera acción fueron elegidos los representantes que se integrarán a la Comisión Nacional de Cambio Climático de la CONAM. Entre ellos, se encuentran: Carmen Felipe Morales de la SNA; César Campos por el FCPV y Fela López Ascarza por el FE. También figuran Elizabeth Zamalloa de FCPV, Jenny Carmelino Jara de FE y Giovanna Orcotoma por la SNA. Elizabeth Zamalloa a su vez es integrante del Consejo Consultivo del PROCLIM del  CONAM.





En la próxima edición presentaremos un amplio informe sobre el manejo forestal sostenible en el Perú y las repercusiones económicas en los sectores productivos,así como  la posición de las principales organizaciones gremiales sobre esta problemática.
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